REFORMA A LA LEY DE SOCIEDADES

PONENCIA.

“Sobre la necesidad de incluir soluciones concretas en materia de infracapitalización societaria”.


Por Ricardo Augusto Nissen y  Gabriela Boquin
FUNDAMENTOS DE LA PONENCIA: 


1. Esta ponencia no se refiere concretamente a cuestiones introducidas por el Anteproyecto del Código Civil y Comercial de la Nación en la ley 19550, sino a una fundamental omisión incurrida por aquel cuerpo legal, que ha omitido referirse concretamente a la problemática vinculada a la infracapitalización societaria, que requiere urgentes soluciones.

2. Es de fundamental importancia que la proyectada Ley General de Sociedades tenga expresas normas para combatir la infracapitalización societaria, y de esa manera, evitar que el riesgo empresario sea trasladado a los terceros contratantes con la sociedad, pues la insuficiencia del capital social para afrontar su actividad, cuando el tipo elegido por los socios es una sociedad en la cual sus integrantes responden por las obligaciones sociales solamente con las cuotas o acciones suscriptas e integradas, implica un claro ejemplo de abuso del derecho, enmarcado en lo dispuesto actualmente por el artículo 1071 del Código Civil y, de sancionarse el Código Civil y Comercial, por su artículo 10, que mejora sustancialmente aquella norma.

Es también de toda lógica concluir que nuestro ordenamiento jurídico no ha facilitado sus instituciones para que, quienes integran una compañía, pretendan trasladar a terceros los riesgos asumidos con ese emprendimiento comercial. El objetivo del  legislador societario ha sido, por el contrario, brindar a los interesados la posibilidad de actuar en forma conjunta, acumulando capitales y esfuerzos para realizar una actividad empresaria y permitir la imputación de esa actuación a una persona jurídica, que ha sido creada a tales fines, de modo tal que, constituir una sociedad para ocultar bienes o para no honrar las obligaciones asumidas, constituye una manera de proceder que traiciona los fines del ordenamiento jurídico societario e implica una actuación que es contraria a la buena fe, que viola los derechos de terceros y que torna procedente aplicar, contra quienes así obraron, las norma artículo 54 último párrafo de la ley 19550. 

La jurisprudencia así lo ha entendido, y merece destacarse la sentencia definitiva pronunciada por la Sala III de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, en fecha 22 de Septiembre de 2008, en el caso “Arancibia Nora y otros contra Rodríguez Ricardo Marcos y otros sobre ejecución de créditos laborales”,  donde se resolvió que “Todo el esquema institucional previsto por la ley 19550 para las sociedades de responsabilidad limitada, tienen como presupuesto que el capital social con el que la misma es dotada – y que es el límite normal de la responsabilidad de sus socios -, sea suficiente para respaldar su giro, siendo responsabilidad de los propios socios mantener una relación razonable entre el giro real de la sociedad y el capital con el que ésta se halla dotada, pues de otro modo, lo que se presenta en el mercado como una empresa sólida y próspera, puede encubrir la ausencia casi total de solvencia para hacer frente a las obligaciones contraídas”.
Del mismo modo se sostuvo en el aludido fallo que “Si la sociedad no cuenta con un capital suficiente par a afrontar su giro y el cumplimiento del objeto social, desde un punto de vista técnico, dicha sociedad estará infracapitalizada. Y eso conecta de modo director tanto con el ingreso a la zona de insolvencia, como con las consecuencias en materia de responsabilidad de los administradores, que deviene de los remedios para combatir la infracapitalización, que deben buscarse en la doctrina de la inoponibilidad de la personalidad jurídica o disregard of legal entity” y en la misma línea de pensamiento, la Sala D de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial ha sostenido que “Los supuestos de infracapitalización societaria “material” no dan lugar, en principio, a una extensión de quiebra, a la luz de lo previsto en el artículo 161, inciso 1º de la ley 24522, ya que esa situación solamente podría justificar la promoción de acciones de responsabilidad societaria o concursal, o bien la imputación en los términos del artículo 54 tercer párrafo de la ley 19550, a través del corrimiento del velo” ( CNCom, Sala D, Marzo 16 de 2009, en autos “Conix SA sobre quiebra contra Edixter SA y otros sobre Ordinario”).

Con otras palabras, es inadmisible en derecho la existencia de una sociedad que carezca de un capital social adecuado para desarrollar su objeto y en la cual sus integrantes respondan en forma limitada por las obligaciones contraídas por la sociedad. Una de dos: o la sociedad tiene capital suficiente para desarrollar sus actividades, medido éste con base en los gastos anuales incurridos por ella, según sus estados contables, o los socios deben sacrificar el beneficio de la limitación de la responsabilidad, en aras de la protección de los acreedores sociales mas vulnerables, esto es, los trabajadores, los quirografarios o, con mucha mas razón, los acreedores involuntarios. 

Ello implica sostener, con otras palabras, que el beneficio de la limitación deberá ser merecido mediante el esfuerzo patrimonial de los propios integrantes de la sociedad, que, en caso de infracapitalización no podrán invocar, para repelar las acciones que los terceros acreedores de la sociedad pretendan promover contra aquellos, el excepcional beneficio que les otorgan los artículos 146 y 163 de la ley 19550, alegando haber efectuado, al momento de la constitución del ente, determinados aportes que no guardan la menor relación con el giro actual de la compañía.
3. En definitiva, cualquier ley de sociedades comerciales debe prever los mecanismos necesarios para evitar o superar la infracapitalización societaria y ello se puede lograr mediante la inclusión en la ley 19550 de las siguientes disposiciones legales:

a) Deben existir normas legales que establezcan un capital social mínimo en las sociedades en las cuales sus integrantes limitan su responsabilidad a los aportes efectuados. La ley 19550 incorpora una norma de estas características en el artículo 186, pero no para las sociedades de responsabilidad limitada, omisión que es necesario subsanar.

b) Es imprescindible incorporar una norma que establezca la íntima relación que debe existir entre el capital social y el objeto e incluir  una norma que limite el beneficio de la limitación de la responsabilidad cuando la sociedad se encuentre infracapitalizada.
4. Concordantemente con ello,  se propone introducir en la ley 19550 las siguientes disposiciones legales.
a) En primer lugar, incorporar la necesaria relación que debe existir entre el capital social y el objeto de la sociedad, modificando en consecuencia, el artículo 11 de la ley 19550, de la siguiente manera ( nuestra propuesta, en todos los casos, está en letra cursiva ):

“Contenido del instrumento constitutivo.

11. El instrumento de constitución debe contener, sin perjuicio de lo establecido para ciertos tipos de sociedad:
1. El nombre…

2. La razón social o denominación.

3. La designación de su objeto, que debe ser preciso y determinado, debiendo guardar razonable relación con el capital social…”.

b) Establecer expresos límites a la invocación del beneficio de la limitación de la responsabilidad por parte de los socios o accionistas que gocen del mismo:

“Sección 7. De los socios y terceros. Sentencia contra la sociedad y ejecución contra los socios.
56. La sentencia que se pronuncie contra la sociedad tiene fuerza de cosa juzgada contra los socios en relación a su responsabilidad social y puede ser ejecutada contra ellos, previa excusión de los bienes sociales, según corresponda, de acuerdo con el tipo social de que se trate.

 “ El beneficio de la limitación de la responsabilidad de los socios a las cuotas o acciones suscriptas a que se refieren los artículos 146 y 163 no se aplicará cuando la sociedad se encuentre infracapitalizada. Se entenderá configurada esta situación cuando el capital social no alcance el treinta por ciento de los gastos incurridos por la sociedad, conforme el estado de resultados del último balance aprobado”. 
